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Pliegos de bases y de condiciones generales: Están
a disposición de los interesados en el Departamento
de Gabinete de Presidencia, avenida de la Hispa-
nidad, sin número, en Algeciras, de nueve a catorce
horas, teléfono 956 58 54 00. También podrá soli-
citarse mediante e-mail a la siguiente dirección de
internet: comercialUapba.es.

Plazo: Diez (10) años con opción de una prórroga
de cinco (5) años.

Canon: Independientemente del correspondiente
canon por ocupación, el licitador propondrá un
canon por actividad industrial, que no podrá ser
inferior al 3 por 100 de los ingresos anuales esti-
mados contenidos en el estudio económico-finan-
ciero. Este canon no podrá ser, en ningún caso,
inferior al 20 por 100 del valor de canon de ocu-
pación de superficie.

Presentación de solicitudes y plazo: Se admitirán
de nueve a catorce horas de lunes a viernes en
las dependencias del Gabinete de Presidencia de
la Autoridad Portuaria de la Bahía de Algeciras,
en el domicilio antes indicado, durante sesenta (60)
días naturales, contados desde el siguiente al de
la publicación de este anuncio en el «Boletín Oficial
del Estado».

Apertura de ofertas: El acto público de apertura
de ofertas admitidas tendrá lugar en la sede admi-
nistrativa de la Autoridad Portuaria de la Bahía de
Algeciras a las doce horas del cuarto día hábil con-
tado a partir del siguiente a la finalización del plazo
de presentación de las ofertas.

Fianza Provisional: Treinta mil (30.000) euros.
Importe de los anuncios: Serán a cargo del adju-

dicatario.

Algeciras, 8 de julio de 2002.—El Presidente,
Manuel Morón Ledro.—&33.124.

Resolución de la Autoridad Portuaria de Bar-
celona por la que se hace pública la tra-
mitación del expediente que se indica.

De acuerdo con la disposición transitoria sexta
de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina
Mercante, en aplicación del artículo 74 de la Ley
de Costas y del artículo 146.8 del Reglamento para
su aplicación, se hace público, para general cono-
cimiento, que la empresa «Comercializadora Medi-
terránea de Cementos, Sociedad Anónima» ha soli-
citado el otorgamiento de una concesión adminis-

trativa para la construcción y explotación de una
planta destinada a la fabricación y comercialización
de hormigón, sita en el muelle adosado del puerto
de Barcelona.

El escrito de petición, junto con el resto del expe-
diente administrativo, se hallan a disposición del
público para su examen en la Autoridad Portuaria
de Barcelona, Servicio de Acceso Unificado (SAU),
sito en la carretera de circunvalación, tramo VI,
Edificio ASTA, durante el plazo de veinte (20) días
hábiles a contar desde el siguiente al de la publi-
cación de este anuncio en el «Boletín Oficial del
Estado». El horario de atención al público es de
ocho a diecisiete horas durante el mes de julio,
y de ocho a quince horas durante el mes de agosto.

Durante este plazo se podrán presentar obser-
vaciones mediante escrito dirigido al señor Director
de la Autoridad Portuaria de Barcelona (plaza Portal
de la Pau, 6).

Barcelona, 5 de julio de 2002.—El Director, Josep
Oriol Carreras.—33.288.

MINISTERIO
DE AGRICULTURA, PESCA

Y ALIMENTACIÓN

Resolución de la Dirección General de
Desarrollo Rural del Ministerio de Agricul-
tura, Pesca y Alimentación, por la que se
acuerda notificar a los interesados que se
relacionan en anexo adjunto a la presente,
mediante el procedimiento establecido en el
artículo 59.4 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común («Boletín Oficial del
Estado» del 27), en su redacción dada por
la Ley 4/1999 («Boletín Oficial del Estado»
de 14 de enero de 1999).

Intentada la notificación y no habiendo sido posi-
ble practicar la misma, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 59.4 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, citada en el epígrafe, esta Direc-

ción General acuerda notificar a todos los intere-
sados que se relacionan en anexo adjunto, mediante
la inserción de la presente Resolución en el «Boletín
Oficial del Estado», siendo sus efectos el comunicar
a los mismos que por la amortización del préstamo
u otra ayuda reintegrable, cuyos datos se consignan,
adeudan a esta Dirección General, a la fecha indi-
cada, el importe en descubierto, con el desglose
que se detalla.

El importe de la liquidación deberá hacerse efec-
tivo mediante ingreso o transferencia a alguna de
las cuentas recaudatorias que se relacionan al final
del anexo, de acuerdo con los siguientes plazos:
Las liquidaciones notificadas entre los días 1 y 15
de cada mes, desde la fecha de notificación hasta
el día 5 del mes siguientes; las notificadas entre
el 16 y último de cada mes, desde la fecha de noti-
ficación hasta el día 20 del mes siguiente. En ambos
casos, si el último día fuera festivo, se aplazará al
inmediato hábil posterior.

La falta de pago en las fechas indicadas generará
los intereses de demora que correspondan en su
caso.

Finalizados los plazos establecidos sin que se haya
hecho efectivo el pago, se procederá a su recau-
dación mediante el procedimiento de apremio, a
través de la Agencia Estatal de Administración Tri-
butaria para su cobro en vía ejecutiva, incremen-
tando el importe de la deuda con el recargo del
20 por 100 y, en su caso, con los intereses de demora
que correspondan.

Contra la liquidación, que no agota la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso contencio-
so-administrativo en el plazo de dos meses desde
el día siguiente a su notificación ante la Sala de
lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional o bien, potestativamente, recurso de repo-
sición en el plazo de un mes ante esta Dirección
General, recurso que se entenderá desestimado si
no se notifica su resolución expresa en el mismo
plazo, señalando que en este caso no podrá inter-
poner recurso contencioso-administrativo hasta que
haya sido resuelto el de reposición expresamente
o se haya producido su desestimación presunta, todo
ello conforme a lo ordenado en la Ley 4/1999,
que modifica la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimien-
to Administrativo Común, así como a la Ley
30/1992, reguladora de la Jurisdicción Contencio-
so-Administrativa.

Madrid, 6 de junio de 2002.—El Ministro, P. D.
(Orden de 26 de abril de 2001, «Boletín Oficial
del Estado» de 5 de mayo de 2001), el Director
general, Vicente Forteza del Rey Morales.—&32.719.


